El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SIMULACIÓN / INDICIOS QUE LA DEMUESTRAN / EL RECURRENTE NO ATACÓ TODOS LOS ACOGIDOS EN LA SENTENCIA APELADA / ANÁLISIS PROBATORIO / SE CONFIRMA DECISIÓN QUE DECLARÓ LA SIMULACIÓN.
Está inconforme también la apelante con la providencia que se analiza, en cuanto a varios de los indicios de simulación que se consideraron probados.

En primer lugar se refirió a la falta de pago del precio, con fundamento en el artículo 1934 del Código Civil, que textualmente dice: “Si en la escritura de venta se expresa haberse pagado el precio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la nulidad o falsificación de la escritura, y sólo en virtud de esta prueba habrá acción contra terceros poseedores” y estima que como en la escritura pública que contiene el contrato de compraventa que se tilda de simulado se consignó que el precio de la venta, por $92.000.000, fue recibido por la vendedora de manos del comprador, a entera satisfacción, no podía admitirse prueba alguna en contrario, ni tenía porque determinarse la capacidad económica del comprador, o si se recibió esa suma o que no se hubiese encontrado después de la muerte de la vendedora para incluirlo en la masa partible.

En relación con el tema ha dicho la CSJ:

“Es claro que la limitación probatoria se presenta cuando el debate enfrenta a terceros que de buena fe adquirieron los derechos relacionados con los bienes disputados. Así lo tiene definido esta Corporación, en sentencia de casación n° 036 de 15 de marzo de 2001, expediente 6142, al establecer que “es de anotar, ante todo, que convocando el presente litigio a las partes contratantes, no existe restricción probatoria alguna para ellas frente al texto del artículo 1934 del código civil y la circunstancia de que en la respectiva escritura pública de compraventa conste haberse pagado el precio, comoquiera que la limitación contenida en dicha norma, cual lo tiene definido de antaño la jurisprudencia, está referida al accionar frente a terceros”. (…)
Para la recurrente tampoco puede hallarse un indicio en el parentesco entre los contratantes, por cuanto el artículo 1852 del Código Civil que consagraba la nulidad del contrato de venta por ese factor, fue modificado mediante sentencia C-068 de febrero 10 de 1999, de lo que infiere que no existe ningún tipo de impedimento para celebrar contrato de compraventa entre padres e hijos.

La norma a que se refiere la impugnante declaraba nulo el contrato de compraventa entre cónyuges no divorciados y fue ese el aparte de esa disposición que declaró inexequible la Corte Constitucional, pero continúa afectando con igual sanción la venta entre el padre y el hijo de familia. Sin embargo, no encuentra la Sala cómo aplicarla en el caso objeto de estudio, en el que no se controvierte la nulidad de aquella clase de convenios, sino su simulación…
Aunque el tribunal comparte algunas de las razones que invocó la recurrente para obtener la revocatoria del fallo, fundamentalmente porque no contiene un verdadero análisis jurídico de los indicios que encontró el juzgado para deducir que el negocio de que se trata fue simulado, los que se fundamentaron en el parentesco entre los contratantes; el pago en efectivo; la falta de movimientos bancarios, a pesar de tener la supuesta vendedora abierta una en Bancolombia y la ausencia de capacidad económica del comprador no lograron desvanecerse por los motivos que adujo, sin que pueda la Sala ensayar otra valoración diferente con argumentos no propuestos, pues se desconocería el principio de la pretensión impugnaticia…
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HECHOS: Mediante escritura pública 2973 del 25 de julio de 2002, otorgada en la Notaría Cuarta de Pereira, la señora Lucila Vélez Vda. de Flórez adquirió, como heredera universal del haber de su hija y hermana de las partes, Luz Dary Vélez, el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-5615 de la ORIP de Pereira, ubicado en la carrera 11 No. 1-04/10, por la suma de $41.251.000; mediante la No. 0867 del 30 de octubre de 2009, otorgada en la Notaría Única de Anserma, “contentiva del contrato de compraventa entre Lucila Vélez Vda. de Flórez como vendedora y Carlos Julio Ramírez Vélez como comprador, se transfiere la propiedad” de ese bien, por $92.000.000; esa venta fue simulada, pues Carlos Julio carece de bienes y de ingresos para cancelar tan alta suma de dinero; en seis años se duplicó su valor; dicha suma no ingresó al patrimonio de la vendedora; esta falleció el 9 de septiembre de 2011 y contra sus herederos se dirige la demanda; además contra el señor mencionado, responsable del negocio simulado tendiente a defraudar los intereses de su hermana Rosa Edilma Flórez de Rojas como heredera de Lucila Vélez Vda. de Flórez, ambos hijos de esta última, quien no tuvo la intención de vender, pues se encontraba en delicado estado de salud para la fecha en que se celebró el contrato y falleció en menos de un  año.
PRETENSIONES: Declarar simulado el contrato a que se refieren los hechos de la demanda; se ordene al competente notario inscribir como propietaria a la señora Lucila Vélez  Vda. de Flórez y se deje vigente la titularidad del bien en cabeza de la misma señora en el respectivo registro.

RESPUESTAS DEMANDA:

DE LA CURADORA AD-LITEM DE LOS HEREDEROS INDETERMINADOS DE LUCILA VELEZ VDA. DE FLOREZ: Se pronunció sobre los hechos y en relación con las pretensiones, dijo atenerse a lo que resulte probado. (F 48 y 49 C 1).
DE CARLOS JULIO RAMÍREZ VÉLEZ: Negó los hechos relativos a la simulación; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó: improcedencia pretensional e inexistencia de causas de simulación; falta de legitimación por activa y pasiva; ausencia del derecho sustancial por petición de modo indebido y contrato con condiciones plenas. (F. 75 a 80, C 1)

DEL CURADOR AD-LITEM DE ROSA AURA FLÓREZ VÉLEZ: Se opuso a las pretensiones y como excepción de fondo propuso la de falta de legitimación en la causa por pasiva, porque la persona que representa no participó en el contrato de compraventa (folios 137 y 138 C 1).
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 25 de abril de 2018. En ella se declaró la simulación reclamada; se ordenó la cancelación de la anotación No. 22 del 30 de octubre de 2009 en el certificado de tradición No. 290-5615; se desvinculó del proceso a Rosa Aura Flórez por falta de legitimación por pasiva; se ordenó la inscripción de la sentencia en el referido folio; la cancelación de la inscripción de la demanda y se condenó en costas a los demandados, en favor de la parte demandante.

Para decidir así, encontró el juzgado probados varios indicios de simulación y sobre la falta de legitimación de la citada señora dijo que fue una víctima del demandado.

APELACIÓN: Inconforme  con el fallo lo impugnó el señor Carlos Julio Ramírez Vélez. Los motivos de inconformidad serán analizados más adelante.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso la apoderada del señor Carlos Julio Ramírez Vélez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 25 de abril de 2018, en el proceso sobre simulación instaurado por la señora Rosa Edilma Flórez de Rojas contra el impugnante y los señores Rosa Aura Flórez, Luis Ancízar Flórez, Luz Estella Vélez y Alba Lilia Ramírez Vélez en calidad de herederos determinados de Lucila Vélez y los demás indeterminados.

Ante el fallecimiento de la demandante, intervinieron en el proceso como sucesores procesales suyos, los señores José Octavio Rojas Feria, cónyuge y José Fernando, Jhon Jairo y Rubén Darío Rojas Flórez, hijos y por tanto, herederos.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación. Además, las partes están legitimadas en la causa, como lo dedujo el juzgado de primera sede, sin objeción de las partes, aunque en últimas dijo que de ella carecía, por pasiva, la señora Rosa Aura Flórez, quien fue víctima del demandado, sin mencionar en concreto a alguno de ellos y sin un verdadero fundamento jurídico. Pero como la decisión de declarar probada la excepción que al respecto propuso el curador ad-litem que la representó no fue impugnada, se mantendrá incólume.
2. Se recuerda que las pretensiones principales de la demanda van dirigidas a obtener se declare la simulación absoluta del contrato de compraventa que celebraron los señores Lucila Vélez Vda. de Flórez y Carlos Julio Ramírez Vélez, mediante escritura pública No. 0867 de la Notaría Única de Anserma, Caldas, respecto del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-5615 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, y que el juzgado accedió a esas peticiones, al concluir que el referido acto es mera apariencia.

3. De acuerdo con los reparos que hizo la apoderada del impugnante al fallo de primera instancia y a los que sustentó en esta sede, corresponde a esta Sala decidir, en primer lugar, si era la simulación la vía procesal para definir el asunto, o si ha debido acudirse a otra, por la ausencia de consentimiento en la vendedora; de considerarse que si fue bien escogida la acción, se analizarán si los indicios que encontró probados el juzgado, eran en realidad tales.
3.1 Estima la apoderada del recurrente que la simulación requiere para su prosperidad, entre otros aspectos, que se pruebe dentro del proceso que efectivamente las partes quisieron realizar el negocio jurídico con el objeto de hacer ver como real algo que no lo es; es decir debe mediar la voluntad de los contratantes para ocultar la verdad; en este caso, dice, se  vislumbró que los señores Lucila Vélez y  Carlos Julio Ramírez celebraron un negocio jurídico con todos y cada uno de los requisitos que establece el artículo 1502 del Código Civil, pero en la demanda se hicieron manifestaciones jurídicamente contrarias a la naturaleza del proceso, concretamente en el hecho sexto, en el que se expresó que la intención de la señora Lucila Vélez viuda de Flórez no fue la de vender, ya que se encontraba en delicado estado de salud para la fecha en que se celebró el negocio calificado de ficto, entonces, como no le asistió interés en vender, faltó un requisito indispensable para la prosperidad de un proceso de simulación y es el acuerdo de voluntades tendiente a ocultar la realidad.

Como lo expresa la recurrente, en el hecho sexto de la demanda se indicó que la intención de la señora Lucila Vélez Vda. de Flórez no fue la de vender, ya que se encontraba en delicado estado de salud para el 30 de octubre de 2009, cuando se celebró el contrato a que se refieren las súplicas de ese escrito, ya que fallece a menos de un año.

Al responderlo, quien representaba judicialmente al ahora impugnante, lo negó y concretamente dijo que no existió vicio del consentimiento en la celebración de ese contrato.

Dos conclusiones surgen de lo anterior. Una primera, es que en la demanda no se planteó la falta de consentimiento ni de uno viciado en la vendedora, ni se solicitó que por tal causa se declarara la nulidad del contrato. La otra, es que el demandado impugnante, negó la existencia del vicio a que ahora se refiere su nueva apoderada.

De esa manera las cosas, no fue objeto de controversia en el plenario lo relacionado con ese consentimiento, como requisito para obligarse de acuerdo con el artículo 1503 del CC y por ende, no puede prohijarse la tesis de la recurrente, que, sin fundamento alguno, encuentra en la redacción del hecho a que se hace referencia, la ausencia de voluntad en la señora Lucila Vélez Vda. de Flórez para celebrar el negocio jurídico censurado.

Y como la demanda y su contestación, en cuanto recogen las posturas de las partes en el proceso, delimitan el contenido del litigio, es que el artículo 281 del CGP ordena al juez, al desatar la controversia, hacerlo con sujeción a ellas sin que esté autorizado para hacerlo desbordando los linderos que los contendientes fijaron, porque en tal forma produce un fallo extra petita que desconoce el principio de la congruencia que consagra esa disposición.

Sin embargo, puede agregarse que el delicado estado de salud de uno de los contratantes puede llegar a constituirse en un indicio de simulación y junto con otros, revelar la verdadera intención de quienes acudieron a celebrar un contrato ficto, pero de esa mera manifestación no puede inferirse la ausencia de consentimiento. Así lo ha entendido la CSJ:
“Así mismo vale la pena señalar que no es necesario, como lo pretende el apelante, que se acredite plenamente la capacidad mental y el consentimiento de [la vendedora] al momento de suscribir la escritura, puesto que ello se enmarcaría en la órbita de un proceso de nulidad absoluta, más no en un proceso de simulación, en el cual el grave estado de salud de uno de los contratantes se torna en un indicio, que analizado en conjunto con otros, ayudan a revelar las verdaderas condiciones en las cuales se llevó a cabo el contrato que se tacha de simulado…” (Sentencia STC518-2019 del 15 de febrero de 2019, MP. AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO).

El juzgado, como lo sostiene la impugnante, consideró que no se había demostrado que la señora Lucila estuviese enferma. Esa conclusión, empero, no deja sin sustento fáctico y jurídico las pretensiones de la demanda como aquella lo propone, pues el hecho de decirse que estaba delicada de salud, no traduce que careciera de voluntad para tomar decisiones, y que no fuera su intención celebrar una venta simulada. 

Lo relacionado con el tiempo que transcurrió desde cuando se celebró ese contrato y la muerte de quien en él actuó como vendedora, que también se formuló como reparo, fue asunto del que no se ocupó el juzgado para acceder a las pretensiones de la demanda y en realidad sí existe un error en la redacción del hecho al decirse que transcurrió un año, cuando en realidad fueron casi dos.

3.2 Está inconforme también la apelante con la providencia que se analiza, en cuanto a varios de los indicios de simulación que se consideraron probados.

3.2.1 En primer lugar se refirió a la falta de pago del precio, con fundamento en el artículo 1934 del Código Civil, que textualmente dice: “Si en la escritura de venta se expresa haberse pagado el precio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la nulidad o falsificación de la escritura, y sólo en virtud de esta prueba habrá acción contra terceros poseedores” y estima que como en la escritura pública que contiene el contrato de compraventa que se tilda de simulado se consignó que el precio de la venta, por $92.000.000, fue recibido por la vendedora de manos del comprador, a entera satisfacción, no podía admitirse prueba alguna en contrario, ni tenía porque determinarse la capacidad económica del comprador, o si se recibió esa suma o que no se hubiese encontrado después de la muerte de la vendedora para incluirlo en la masa partible.
En relación con el tema ha dicho la CSJ:

“Es claro que la limitación probatoria se presenta cuando el debate enfrenta a terceros que de buena fe adquirieron los derechos relacionados con los bienes disputados. Así lo tiene definido esta Corporación, en sentencia de casación n° 036 de 15 de marzo de 2001, expediente 6142, al establecer que “es de anotar, ante todo, que convocando el presente litigio a las partes contratantes, no existe restricción probatoria alguna para ellas frente al texto del artículo 1934 del código civil y la circunstancia de que en la respectiva escritura pública de compraventa conste haberse pagado el precio, comoquiera que la limitación contenida en dicha norma, cual lo tiene definido de antaño la jurisprudencia, está referida al accionar frente a terceros”. 

8.- Ya se destacó que en este evento es claro e indiscutible, que consta de manera explícita en las escrituras públicas con las que se perfeccionaron las negociaciones controvertidas, que los compradores pagaron en dinero efectivo y la vendedora recibió a satisfacción las sumas acordadas como monto de los precios por los inmuebles disputados.

Frente a una afirmación de semejante envergadura, tal como quedó explicado en su momento, es factible y perfectamente admisible probar en sentido contrario, esto es, demostrar que dichos asertos no se ajustan a la realidad y que la solución expresamente admitida no corresponde a la verdad.

En este orden de ideas, la carga de acreditar lo contrario, es decir, lo concerniente a que el pago no se efectuó por los adquirentes ni tampoco fue recibido por la tradente, la tiene ésta por ser quien alega en dicho sentido y es la parte interesada en desvirtuar la presunción de veracidad y legalidad que ampara, en principio, a aquéllos derivada del texto de los mencionados instrumentos…”. (Sala de Casación Civil, sentencia del 21 de octubre de 2010, MP. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente N° 5000631030012003-00527-01, reiterada en la SC9072-2014, del 11 de julio de 2014, con ponencia del Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez).
En el asunto bajo estudio, aunque en la escritura pública a que se refieren las pretensiones de la demanda, en la cláusula cuarta (f 16, C 1), se indicó que el precio de la venta fue de $92.000.000, suma que la vendedora declara haber recibido de manos del comprador a entera satisfacción, de acuerdo con la jurisprudencia que se acaba de leer, resultaba posible demostrar en sentido contrario, pues en el proceso intervienen como partes los mismos contratantes, aunque la señora Lucila Vélez Vda. de Flórez por medio de sus herederos.
La recurrente no discute la valoración probatoria que hizo el juzgado respecto de los indicios que dice encontró, relacionados con el precio, fundamentalmente por tener el comprador el dinero, en efectivo, guardado, y no en una cuenta bancaria, depósito que tampoco hizo la vendedora, a pesar de tener una en Bancolombia y en razón a la falta de capacidad económica del primero, para tener esa suma en su poder. Lo que discutió al sustentar el reparo en esta sede, fue que no resultaba admisible prueba alguna en contrario en relación con que el pago que se hizo constar en la escritura sí fue recibido, lo que como se ha explicado, no es argumento válido. 
3.2.2 Para la recurrente tampoco puede hallarse un indicio en el parentesco entre los contratantes, por cuanto el artículo 1852 del Código Civil que consagraba la nulidad del contrato de venta por ese factor, fue modificado mediante sentencia C-068 de febrero 10 de 1999, de lo que infiere que no existe ningún tipo de impedimento para celebrar contrato de compraventa entre padres e hijos.

La norma a que se refiere la impugnante declaraba nulo el contrato de compraventa entre cónyuges no divorciados y fue ese el aparte de esa disposición que declaró inexequible la Corte Constitucional, pero continúa afectando con igual sanción la venta entre el padre y el hijo de familia. Sin embargo, no encuentra la Sala cómo aplicarla en el caso objeto de estudio, en el que no se controvierte la nulidad de aquella clase de convenios, sino su simulación; el contrato atacado no se celebró entre la madre y un hijo de familia, y a lo largo de su jurisprudencia, la CSJ ha tenido el parentesco como indicio de simulación. Al respecto pueden verse por ejemplo las sentencias SC12469-2016 del 6 de septiembre de 2016, MP. Álvaro Fernando García Restrepo; SC16281-2016 del 11 de noviembre de 2016, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez, para solo citar algunas.
3.2.3 Está inconforme la misma profesional con la forma como se apreció el indicio relacionado con el valor del inmueble, pues se ha encontrado en el precio exiguo, mas no en el que es superior y adujo que en el hecho tercero de la demanda se expresó que el señor Carlos Julio Ramírez Vélez carecía de bienes de fortuna para haber realizado la compra por tan alta suma de dinero, sin que sea de recibo que el bien se hubiese valorado en más de un ciento por ciento, pues la madre del demandante lo adquirió por sucesión, seis años antes, en $41.251.000.
En la sentencia que revisa la Sala no encontró el juzgado indicio en la situación que plantea la recurrente. Respecto de tema semejante, se dice en esa providencia que se acoge la tesis de la abogada de la parte demandada cuando indica que en el año 2009  ese bien pudo tener un valor de $92.000.000 y que ahora con las mejoras vale $250.000.000, de lo que deduce, se valorizó de manera inusual en $130.000.000, en detrimento de la familia, aunque no hay dictamen pericial.
A pesar de que lo relacionado con el mayor valor adquirido por el inmueble carece de cualquier fundamento probatorio, se refirió el juez de primera sede, al lanzar esa expresión, a aspecto diferente al que menciona la recurrente y por ende, como el que efectivamente le sirve de sustento a la decisión adoptada en la sentencia no fue objeto de reparo, tampoco  puede ser analizado por la Sala.

No sobra sin embargo anotar que al sustentar los reparos, acudió la citada abogada a lo que se dijo en el hecho tercero de la demanda, pero no son los supuestos en que se apoyan las pretensiones, plasmados en el escrito con el que se promueve la acción, los que deben controvertirse mediante el recurso de apelación, sino los argumentos sobre los que se edifica la sentencia con la que se define el litigio.
Y también puede resaltarse que lo relacionado con el precio del bien para la fecha en que se realizó la venta que se dice ficta y aquel que tenía para cuando se presentó la demanda, como lo sostiene la apoderada del recurrente, no constituye indicio de simulación. Lo es el precio vil que en este caso no se invocó como fundamento de las  pretensiones.

3.2.4 Se dijo en la sentencia que no se aportó ningún documento de compraventa; bajo ese entendido, considera el juzgado, se realizó el negocio en forma verbal y no hay documento que lo acredite, se ignora en qué términos se hizo la venta y el precio.

Ese razonamiento carece de todo fundamento jurídico, pues al proceso se incorporó copia de la escritura pública por medio de cual se celebró el contrato que se dice simulado. A ella se refirió el juzgado de primera sede a lo largo de su providencia. Y es que de no haberse demostrado, mediante esa prueba, la única idónea para acreditar la tradición de inmuebles, ni siquiera se hubiese podido analizar de fondo lo relacionado con la simulación.
Si es que como además lo entiende la apoderada del apelante, lo que halló ausente el juzgado fue la falta de una promesa de compraventa previa al negocio, es menester afirmar que la ausencia de ese convenio antecedente no se invocó como supuesto fáctico en la demanda y por ende, tampoco podía valorarlo el juez.

3.2.5 La apoderada del impugnante alega que en la sentencia se dijo que el comprador, en un acto de falta de delicadeza, no tuvo en cuenta que se trataba de una herencia de su hermana y que en virtud de un principio de solidaridad familiar, debía haber pagado las deudas de su madre, las cuales motivaron la venta del predio. Esas situaciones, a juicio de aquella, no constituyen indicio, sino una mera apreciación subjetiva del fallador.
Y la razón está de su parte, pues sin fundamento jurídico y probatorio alguno, emitió el juez de primera sede tales conclusiones; aunque, valga decirlo, no habló de su falta de delicadeza.

En el interrogatorio absuelto adujo el demandado apelante  que su progenitora se preocupó mucho cuando le notificaron que le iban a embargar porque estaba muy alcanzada en los impuestos y de ahí surgió el negocio. 

Para la Sala no podía hallarse un indicio en la falta de solidaridad, cuando ni siquiera se probaron las supuestas acreencias y por tanto, no se determinó a cuánto ascendían para en últimas establecer la posibilidad de acudir a otros mecanismos para pagarlas.

3.2.6 Se dijo en la sentencia de primera sede: “otra cosa importante es la continuidad en la posesión, él mismo dijo que vive en esa casa (refiriéndose al demandado Carlos Julio Ramírez Vélez), pero ignoramos si la habita ahorita, si la tiene arrendada, si le produce frutos, ese no se demostró.” 

Se ha considerado como indicio de simulación el hecho de no producirse una transformación de la realidad después de la celebración del contrato, pues es lo normal que quien en realidad adquiere un inmueble empiece a ejecutar sobre él los actos de administración que ya no puede ejecutar el vendedor, pero cuando la situación de hecho existente antes de la supuesta venta se mantiene como si no hubiese existido el acuerdo contractual, puede deducirse que la manifestación de la voluntad de los contratantes es absolutamente fingida.

En el asunto bajo estudio se encontró un indicio de simulación en la continuidad de la posesión, pero carece tal expresión de cualquier fundamento jurídico y probatorio, pues se limitó a decir el juez de conocimiento que como lo dijo el señor Carlos Julio Ramírez Vélez, “vive en esa casa, pero ignoramos si la habita ahorita, si la tiene arrendada, si le produce frutos, eso no se demostró”, a pesar de que el indicio se hubiese podido encontrar de haber seguido viviendo la vendedora en ese inmueble. 

Tiene entonces razón la recurrente, cuando por tal motivo criticó el fallo que se analiza con el argumento de no constituir un indicio de simulación, pues como propietario, su representado tiene las atribuciones plenas de la propiedad de uso, goce y disfrute, las que de todos modos tampoco se demostró que ejerza, ni la fecha desde cuando lo hace.
4. Aunque el tribunal comparte algunas de las razones que invocó la recurrente para obtener la revocatoria del fallo, fundamentalmente porque no contiene un verdadero análisis jurídico de los indicios que encontró el juzgado para deducir que el negocio de que se trata fue simulado, los que se fundamentaron en el parentesco entre los contratantes; el pago en efectivo; la falta de movimientos bancarios, a pesar de tener la supuesta vendedora abierta una en Bancolombia y la ausencia de capacidad económica del comprador no lograron desvanecerse por los motivos que adujo, sin que pueda la Sala ensayar otra valoración diferente con argumentos no propuestos, pues se desconocería el principio de la pretensión impugnaticia, respecto de la cual ha dicho la doctrina:
“... Desde esta nueva perspectiva la apelación es un medio de impugnación que persigue provocar un examen de la decisión pronunciada en primera instancia, limitado a los cuestionamientos precisos que contra ella formule el litigante. En consecuencia, el juez de segunda instancia no está llamado a ejercer un control de juridicidad pleno sobre la decisión impugnada para revocar o modificar la decisión con sustento en razones distintas a las alegadas por el apelante”. (Tomado del Código General del Proceso, comentado por Miguel Enrique Rojas Gómez, segunda edición, 2013, al analizar el artículo 328).
Además, el recurso que se desata, frente al reparo por el indicio que halló el juzgado en el hecho de haberse suscrito el instrumento público por medio del cual se transfirió el dominio del bien en Anserma, Caldas, a pesar de estar ubicado en Pereira, fue declarado desierto en esta sede porque no se sustentó, mediante providencia que adquirió firmeza en razón a que frente a ella no se interpuso recurso alguno. 
Con lo anterior se quiere significar que ha debido la impugnante desquiciar todos los fundamentos de la sentencia objeto de alzada; es decir, todos los indicios sobre los que se edificó la simulación, con el fin de dejar sin piso esa providencia, pues mientras subsistan algunos de ellos, ha de mantenerse.

En consecuencia, como conservan vigencia varios de ellos, al margen de las falencias en su análisis que el tribunal no va a resaltar, pues no fueron objeto de alzada, se confirmará aquel proveído y se condenará al recurrente a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de la parte demandante, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 25 de abril de 2018, en el proceso sobre simulación instaurado por la señora Rosa Edilma Flórez de Rojas contra los señores Carlos Julio Ramírez Vélez, Rosa Aura Flórez, Luis Ancízar Flórez, Luz Estella Vélez y Alba Lilia Ramírez Vélez en calidad de herederos determinados de Lucila Vélez y los demás indeterminados.

SEGUNDO: Costas a cargo del impugnante, a favor de la parte demandante. Liquídense por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta instancia.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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